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Resumen

La crisis económica ha conllevado un aumento de las necesidades de financia-
ción de las asociaciones y, al tiempo, una disminución de sus recursos. Ante 
este escenario, examinaremos las distintas posibilidades existentes para obtener 
un marco financiero estable y, ante las limitaciones de que adolecen otros siste-
mas, concluiremos que la realización de actividades económicas se revela como 
la solución más realista. Sin embargo, este ejercicio tropieza con el disfavor de 
la administración, la cual considera, en no pocas ocasiones, que dicha alternativa 
conlleva la pérdida de su declaración de utilidad pública y en consecuencia de la 
posibilidad de optar por el régimen fiscal privilegiado propio de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.
Para contrastar esta afirmación utilizaremos como criterio metodológico el estudio 
de las dieciocho asociaciones que durante los años 2015 a 2018, tras ver revocada 
su declaración de utilidad pública, obtuvieron una resolución, favorable o desfavora-
ble a sus pretensiones, por parte del Tribunal Supremo. El resultado de este análi-
sis resultará abrumadoramente coincidente y nos permitirá contrastar la prevención 
administrativa ante la intervención privada en actividades de interés general. 
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Abstract:

The economic crisis has led to an increase in the funding needs of associations 
and at the same time, a decrease of its resources. In view of this situation, 
we will examine the different existing possibilities to obtain a stable financial 
framework and, in light of the limitations which other systems suffer from, we 
will conclude that implementation of economic activities will prove to be the 
most practical solution. However, this exercise faces the disapproval of the 
Administration which considers, in many cases, that said alternative leads to the 
loss of its declaration of public utility and subsequently the possibility of opting 
for the privileged tax regime inherent in Law 49/2002 on Taxation of non-profit 
organizations and tax incentives for patronage.
In order to contrast this statement we will use, as a methodological criteria, 
the study of eighteen associations which during 2015 to 2018, after seeing 
their declaration of public utility revoked, the High Court passed favourable or 
unfavourable resolutions on their attempts. The conclusion of this survey will 
result overwhelmingly coincidental and will allow us to contrast Administrative 
prevention before private intervention on activities of general interest.
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1. Crisis económica y tercer sector

resulta innecesario —por notorio— incidir en el doloroso proceso de em-
pobrecimiento que, como consecuencia de la crisis económica sufrida desde el 
último trimestre de 2008, ha experimentado la sociedad. Aunque el anuncio 
de intervención por parte del Banco Central Europeo, mediante compra ma-
siva de deuda, propició a partir el año 2014 el inicio de la recuperación (Jaén, 
2017: 1), la magnitud de la crisis, «comparable a la gran depresión o a la crisis 
de los años setenta» (Chaves y Monzón, 2018: 8) supuso que, según datos de 
la Encuesta de Condiciones de Vida (inE 2014), «el porcentaje de población 
en riesgo de pobreza aumentara en 2014 un 22,2% con respecto al 20,4% del 
año anterior». De la misma forma, el informe foESSA (2017: 3) pone de ma-
nifiesto «el carácter contracíclico de la pobreza, que ante periodos de recesión 
económica aumenta rápidamente pero en fases de crecimiento no desciende en 
la misma medida e, incluso, permanece estancada. los datos de la última En-
cuesta de Condiciones de Vida (2016) así lo muestran. la tasa de pobreza se 
incrementa ligeramente del 22,1% al 22,3%, los hogares que tienen dificul-
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tades para llegar a fin de mes pasan del 33,7% al 33,9%, la tasa de riesgo de 
pobreza y exclusión europea (AroPE) baja del 28,6% al 27,9%, la privación 
material severa se estanca en el 6,4%». 

Al tiempo existe otro aspecto, correlativo, cual es el impacto que la crisis 
ha tenido sobre la provisión de servicios públicos por parte de las adminis-
traciones. Este fenómeno ha implicado, en palabras de Marbán y rodríguez 
(2013: 78), una «presión económica derivada de la reducción progresiva de 
ingresos (…) que impacta la solvencia del tercer Sector de Acción Scocial 
(tSAS) y sus expectativas de supervivencia». Como reflejan los cuadros que 
ahora se transcriben, el sector exerimentó un descenso de sus ingresos du-
rante el periodo 2010/2013 del 17,2% y un decremento de sus gastos del 
18,2%, disminuyendo en este periodo en 5,4 puntos el número de entidades 
que presentan un saldo positivo de su cuenta explotación.

Cuadro 1
ingresos y gastos del tSAS

Ingresos (Millones €) Gastos (Millones €)

2008 16.824,50 15.519,00

2010 17.467,50 17.021,20

2013 14.470,77 13.919,67

Variación 08-13 (€) –2.353,73 –1.599,33

Variación 10-13 (€) –2.996,73 –3.101,53

Variación 08-13 (%) –14,00 –10,30 

Variación 10-13 (%) –17,20 –18,20 

Fuente: El tSAS en 2015: impacto de la crisis (p. 88).

Cuadro 2
Distribución porcentual de las entidades del tSAS  

según el resultado de su cuenta de explotación

2013 2010 2008

Pérdidas 32,80 26,50 32,3

Resultado neutro 25,90 26,1 21,1

Excedentes 41,2 47,4 46,6

Total 100 100 100

Fuente: El tSAS en 2015: impacto de la crisis (p. 90).
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observan Saz et al (2016: 7) las dificultades por las que atraviesa el 
tercer Sector: «intensificación de la competencia en la provisión de bie-
nes y servicios; falta de propuestas para la gestión de las organizaciones 
en un periodo de crisis (…) débil articulación entre lo territorial y lo es-
tatal; inexistencia de criterios compartidos para la relación de los dife-
rentes stakeholders, (…) débil relación articulada con la sociedad civil». 
Esta situación es especialmente grave en la medida en que, por definición, 
el tercer Sector ante la crisis y el retroceso del Estado del Bienestar «está 
abocado a dar respuesta a la quiebra en la satisfacción de necesidades inme-
diatas» (Marbán y rodríguez, 2013: 68). incluso ahora, con una incierta 
recuperación, «las organizaciones de la economía social, como las entidades 
sin fines lucrativos (fundaciones y asociaciones) y las cooperativas, pueden 
desempeñar un papel clave en la lucha contra el desempleo y la exclusión 
social» (falcón, 2017: 230). Por tanto, ante el impacto de la crisis sobre los 
servicios públicos, es necesario encontrar mecanismos estables de financia-
ción de las asociaciones. 

Como recuerdan Chaves y zimmer (2017: 11) en Estados Unidos la 
reducción de la intervención estatal en la economía —también en asun-
tos sociales— propia de la «reaganomics» determinó una «transformación 
estructural del sector en dirección a la mercantilización de su actividad. 
Emergía así el primer discurso de las empresas sociales». Por su parte reier 
y Jorge (2016: 15) han estudiado la experiencia sueca, la forma en que ese 
país «ante una gestión poco eficaz de los servicios de bienestar por parte de 
la administraciones públicas» —y nosotros podríamos añadir: ante unos 
servicios públicos debilitados como consecuencia de la crisis— gobiernos, 
tanto de corte conservador como socialdemócrata, han introducido mode-
los de mercado en la producción de servicios sociales que pueden sustituir 
ventajosamente el monopolio estatal. Aun reconociendo las profundas di-
ferencias entre ambos países que limitan la aplicación de este modelo entre 
nosotros, esta tesis presenta, a nuestro juicio, dos aciertos incuestionables: 
en primer lugar —como ponen de relieve los autores citados— «no haber 
permitido a los ciudadanos pagos extras para poder acceder de forma prio-
ritaria a determinados servicios o para acceder a servicios de una calidad su-
perior»; en segundo lugar, nos introduce en la posibilidad de prestación de 
servicios por parte de las asociaciones. 

Antes de abordar el examen de la cuestión, debemos tener en cuenta 
que el desacertado complejo legal existente lastra la actuación de las aso-
ciaciones, dificultando su evolución institucional. Como subraya Chaves 
(2017: 122) existen en nuestro país barreras legales y fiscales que limitan el 
potencial del tercer sector: «el modelo de gobierno multinivel (estado, co-
munidad autónoma y municipio) que genera problemas de coordinación, 
fragmentación y de complejidad, y a veces de duplicidades (…), la falta de 
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desarrollo real de parte de la legislación existente, la inoperatividad de ór-
ganos de diálogo social/civil, (…) las normas existentes en determinados 
sectores de actividad económica que levantan barreras a determinadas for-
mas jurídicas, como las asociaciones (y) el trato desigual de las distintas for-
mas de organización del tercer Sector en su acceso a las ventajas fiscales y 
a los fondos públicos». De estos problemas apuntados, consideremos muy 
brevemente dos cuestiones de índole normativa: la poco afortunada disci-
plina legislativa existente y el dificultoso reparto de competencias entre las 
distintas administraciones involucradas.

Sin detenernos en la ley 27/2013, de 27 de diciembre, sobre racio-
nalización y Sostenibilidad de la Administración local —cuya limitación 
para ejercer las tradicionalmente denominadas «competencias impropias» 
supone, de hecho, una reducción de la capacidad de actuación de las enti-
dades sociales—, el elemento legislativo fundamental en la materia debe-
ría ser la ley 5/2011, de 29-marzo-2011, de Economía Social (lES). Este 
texto, aprobado tras la resolución del Parlamento Europeo sobre Eco-
nomía Social, de 19 de febrero de 2009, adolece de «no haber reforzado, 
de una vez por todas, ese reconocimiento sistémico de la economía social 
como parte de la economía general» (Pérez de Uralde, 2014: 41). Pese a 
que la propia norma define como «tarea de interés general, la promoción, 
estímulo y desarrollo de las entidades de la economía social» (art 8.1), en la 
práctica se limita a establecer una serie de bien intencionados lugares co-
munes, a los que la reforma operada por la ley 31/2015, de 9 de septiem-
bre, añadió1 determinados incentivos a la incorporación de trabajadores a 
entidades de economía social (bonificaciones en las cuotas de la Seguridad 
Social, capitalización de la prestación por desempleo en determinadas cir-
cunstancias, etc.). 

En cualquier caso, se trata de un mucho más que modesto texto legal, 
tanto es así que la doctrina afirma su condición de norma de mínima efec-
tividad, en la que destaca (Pérez de Uralde, 2017: 152), tanto «su falta de 
aplicación como de desarrollo y también la deficiente reforma que ha pade-
cido (...) con grandes dosis de indeterminación, con una indudable necesi-
dad de mejora técnica (…) minimizada por su incapacidad para desplegar 
efectos». Especialmente, y de cara a una futura reforma, Casanellas (2016: 
64) demanda el establecimiento de mecanismos de control encaminados 
a la aplicación del principio de transparencia, «una suerte de rendición de 
cuentas o presentación de resultados que haga visible el retorno social de 
los recursos públicos destinados al mismo, de modo que los contribuyen-

1 ley 31/2015, de 9 de septiembre, por la que se modifica y actualiza la normativa en ma-
teria de autoempleo y se adoptan medidas de fomento y promoción del trabajo autónomo y de 
la Economía Social.
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tes vean claramente cuál es el impacto que sus aportaciones tienen en el de-
sarrollo de los proyecto financiados con parte de sus impuestos».

El reconocimiento de la labor social de las asociaciones, sean o no de 
utilidad pública, ha llevado a la aprobación de la ley 43/2015, de 9 de oc-
tubre, del tSAS, entre cuyas medidas de fomento recoge (art. 6.1) la ade-
cuación de los sistemas de financiación pública en el marco de la legisla-
ción de estabilidad presupuestaria y la normativa de la Unión Europea en 
materia de ayudas de Estado (art. 6.1.b), fomentando la diversificación de 
las fuentes de financiación, mejorando la normativa sobre mecenazgo e im-
pulsando la responsabilidad social empresarial (art. 6.1.c). Sin embargo, 
como pone de manifiesto el iii Plan Estratégico del tSAS Plataforma de 
onG de Acción Social (2017: 23), aunque la ley 43/2015 puede favore-
cer el desarrollo del tSAS, «dado su carácter de norma abierta al desarrollo 
no cabe esperar que tenga efectos transformadores inmediatos».

Un segundo escollo, también de naturaleza jurídica pero de diferente 
etiología, derivada de la ubicación de la materia en el sistema autonó-
mico, en el que se producen tensiones entre distintas administraciones. 
Aunque la cuestión se planteara ya en 1982 (StC 39/1982, de 30-junio), 
solo desde 1992 (StC 13/1992, de 6-febrero), el tribunal Constitucional 
—tC— ha debido pronunciarse en numerosas ocasiones acerca de cuál es 
la administración competente para la gestión de subvenciones sociales. En 
la última resolución dictada (9/2017, de 19 de enero), el tC declara la in-
constitucionalidad del modelo de gestión y concesión de ayudas públicas 
derivado del programa de asignación tributaria del irPf. 

Como consecuencia de esta nulidad, el Consejo territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención para la Dependen-
cia, en su reunión de 26 abril de 2017, y posterior Pleno de 19 de junio, 
acordó un sistema mixto de gestión —territorializada— del 0,7 % irPf, 
en virtud del cual corresponde al Estado la gestión del 20% de los recursos 
y a las Comunidades Autónomas el 80% restante. la cuestión no es mera-
mente conceptual sino que, según fuentes del Ministerio de Sanidad, Ser-
vicios Sociales e igualdad, los programas con cargo a la asignación del 0,7 
% del irPf ascendieron en 2017 a un total de 240.856.313,87 euros, co-
rrespondiendo hoy 48.171.262,77 euros al Estado y 192.685.051,10 euros 
a las Comunidades Autónomas. En cualquier caso, el hecho de que el tC 
mantenga (Muñoz y Pérez, 2017: 34) una «interpretación inmovilista del 
concepto de asistencia social (…) por encima del principio de igualdad 
y solidaridad interterritorial», que en palabras de Adroher y de lorenzo 
(2014: 73) «prácticamente ha dejado sin margen de maniobra al Estado 
para desarrollar una acción social directa y generalizada en todo el terri-
torio nacional», y también el hecho de que la Asamblea Extraordinaria de 
la Plataforma del tercer Sector, celebrada el 14 de junio de 2017, transmi-
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tiera al Ministerio de Sanidad, Asuntos Sociales e igualdad su disconfor-
midad con el nuevo modelo, nos permite albergar dudas acerca del sistema 
adoptado. 

2. Fuentes de financiación de las asociaciones

Constatados los problemas económicos (crisis, disminución de recur-
sos, paralelo aumento de las necesidades) y jurídicos (deficiente regulación 
legal, complejidad del estado autonómico) que acabamos de apuntar, de-
bemos plantearnos ahora las distintas posibilidades de que las asociaciones 
puedan obtener recursos con los que atender sus necesidades altruistas. y 
en este punto, atendiendo al mejor encaje de las instituciones extraestatales 
en la vida social, concluiremos que la opción más plausible consiste en fa-
cilitar que las asociaciones declaradas de utilidad pública realicen activida-
des económicas solución más eficaz que las siguientes alternativas que, con 
necesaria brevedad, pasamos a exponer. 

Una primera posibilidad para la obtención de recursos por asociaciones 
consiste en acudir a la financiación pública. Gimeno (2015: 69) identifica 
dos factores que explican la dependencia de los fondos públicos. Por una 
parte, «la reducida base social que aporta los fondos necesarios que garanti-
cen la estabilidad y la autonomía básica a la mayoría de las organizaciones 
del sector (de otro) el escaso peso del mecenazgo y el patrocinio en nuestro 
país»; añadiendo que «no cabe duda de que la cicatera legislación fiscal en 
materia de patrocinio juega un papel relevante en esa situación». 

Aunque las ventajas que a corto plazo pueden derivarse de esta vía son 
evidentes, conlleva al mismo tiempo un riesgo cierto de subordinación de 
la libre actividad asociativa a los dictados administrativos que, en última 
instancia, puede incluso desnaturalizar la propia noción de asociación. De-
bemos recordar que en nuestro país, por razones históricas, la asociación es 
algo más que una mera libre concurrencia de voluntades encauzada al lo-
gro de un objetivo común; por el contrario el derecho de asociación en sí 
mismo considerado supone la «viva voluntad histórica de reacción frente a 
un pasado inmediato de represión de las libertades públicas» (StC 5/1996, 
de 16 de enero). Por todo ello la supervivencia del propio concepto de aso-
ciación obliga a extremar su independencia, también económica, frente a 
los poderes públicos. Es cierto que tras la limitación de las políticas socia-
les, trasunto de la crisis del estado del bienestar, algunas asociaciones asis-
tenciales se han visto compelidas a ocupar sectores de la actividad pública 
coincidentes con sus fines estatutarios. Pero al mismo tiempo este fenó-
meno, ha ocasionado «una mayor dependencia de las administraciones pú-
blicas, cuando éstas han externalizado parte de la gestión de los servicios 
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sociales en el sector no lucrativo, y el sector público se ha convertido en la 
principal fuente de ingresos de organizaciones del sector no lucrativo» (Ar-
gudo, 2003: 200).

opción antitética frente a la anterior, y objetivamente más sencilla, 
consiste en circunscribir la actuación de la asociación a sus recursos intrín-
secos (cuotas y rentas de la propiedad). Esta posibilidad, con las excepcio-
nes que en algún caso puedan darse, supone tanto reducir su ámbito de 
actuación hasta extremos cuantitativamente marginales como su someti-
miento a los vaivenes del ciclo económico que condicionarán las aportacio-
nes de los miembros de la asociación. En este sentido, Galindo et al (2014: 
22), advierten la debilidad de que adolece la estructura económico-finan-
ciera del asociacionismo —y del tercer Sector en general-, debilidad que 
llega a poner en riesgo su propia sostenibilidad. Señalan estos autores que 
«la gestión financiera de las entidades del tS se realiza básicamente a partir 
de las cuentas de explotación, descuidándose los desequilibrios patrimonia-
les (ausencia de capital, fondos de maniobra pequeños, dificultades finan-
cieras y de tesorería) a los cuales se presta escasa atención, pero los cuales 
son determinantes para la sostenibilidad y viabilidad de las actividades que 
realizan».

Por ello, Comos et al (2014: 88) subrayan la importancia de la política 
financiera y la necesidad de «desarrollar fórmulas y mecanismos que permi-
tan atraer de forma estable y permanente financiación privada (…), la in-
corporación de procedimientos de gestión propios del sector privado (…), 
la diversificación de las fuentes de financiación, desarrollo de medición de 
objetivos, y cooperación interinstitucional». El escenario descrito no di-
fiere del existente en el resto de países de la Unión Europea2. Así, Vena-
bles (2014: 193) incide en la lección que ha supuesto la crisis, la cual nos 
obliga a «apostar por un enfoque de financiación mixta para reducir la de-
pendencia del sector público y conectar más con el mercado y las familias. 
Se tienen que crear estructuras comunes de apoyo sobre una base sectorial 
o territorial para que las organizaciones pequeñas sobrevivan, pero también 
deben ser valoradas junto con las fusiones. En cada vez mayor medida, los 
organizadores del tercer Sector tendrán que demostrar la rentabilidad y 
los resultados, lo que hará necesario realizar la tarea de establecer técnicas 
de evaluación apropiadas».

2 Para un estudio conjunto de la economía social en el ámbito de la UE vid. «Evolución re-
ciente de la economía social en la Unión Europea». Comité Económico y Social Europeo. Estu-
dio realizado por CiriEC-international – Centre international de recherches et d’information 
sur l’économie publique, sociale et coopérative. Directores: Monzón, José luis y Chaves, ra-
fael. CES/CSS/12/2016/23406.
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Un tercer mecanismo de financiación de las asociaciones, vendría dada 
por el recurso al mecenazgo3, el cual, siguiendo a Carbajo (2006: 74), simbo-
liza «la necesidad y el convencimiento que tienen las personas, físicas o jurídi-
cas, particulares, empresarios o profesionales, de no limitarse en sus activida-
des a la búsqueda de su bienestar o beneficio personal, sino de trasladar hacia 
la sociedad, apoyando a entidades surgidas de la misma, articuladoras de la so-
ciedad civil, sus inquietudes» en los términos del art. 3.1º de la ley 49/2002 
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les al mecenazgo (lrf-rnl). Pero el recurso al mecenazgo4 se halla condi-
cionado por su intrínseca dependencia del régimen fiscal al que se encuentra 
sujeto. En este sentido, Cruz Amorós (2015: 186) subraya la necesidad de es-
tablecer un «marco fiscal favorable para el incremento de los donativos y do-
naciones» a través del estímulo de las grandes donaciones, la equiparación de 
las donaciones de servicios con las donaciones de bienes y derechos como me-
cenazgo fiscalmente deducible, permitir que el voluntariado pueda deducir de 
la renta personal, los gastos en los que incurran en el desempeño de estas labo-
res, el desarrollo del denominado micromecenazgo, etc. 

Especialidad del mecenazgo es el denominado crowdfunding o microme-
cenazgo, mecanismo alternativo de financiación que, a la espera de la defini-
tiva implementación del reglamento del Parlamento y el Consejo Europeo 
sobre servicios financieros participativos (y tras el Plan de Acción expuesto 
por la Comisión Europea el 8 de marzo de 2018), se encuentra regulado a 
través de la ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación Em-
presarial, que deja fuera de su ámbito modalidades tan relevantes a nues-
tros efectos como el micromecenazgo mediante donación, recompensa y los 
préstamos sin interés. Se trata de una modalidad novedosa, mediante la cual 
(flores, 2017: 14) se recaudaron en España durante el año 2016 «más de 45 
millones de euros destinados a más de 4.000 proyectos a través de platafor-
mas de financiación participativa». Esta fórmula, válida para recaudar fondos 
para un proyecto determinado, revela pronto sus limitaciones a la hora de 
articular una iniciativa a largo plazo. Sajardo y Pérez (2018: 24) han apun-
tado los sobrecostes que implican las transferencias bancarias de fondos y la 
dificultad de la gestión de microdonaciones. Pero, en la medida de que se 

3 Los factores organizacionales que determinan el volumen de donaciones, tanto de 
tiempo como de dinero, de las ONGDs españolas han sido analizados por De Andrés 
Alonso P., García Rodríguez, Í y Romero Merino, M.E. (2016): «Profundizando en los de-
terminantes de las donaciones de las entidades no lucrativas» XVI Congreso de Investigado-
res en Economía Social y Cooperativa Economía Social: crecimiento económico y bienestar 

4 Para un estudio detallado de las propuestas de reforma del mecenazgo Vid. PwC tax & 
legal Services. Coord. Cruz Amorós, M. (2017): fiscalidad del Mecenazgo. fundación im-
puestos y Competitividad.
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trata de un fenómeno popularizado por los medios de comunicación, se ha-
lla sometido a las mismas reglas que han permitido su rápida difusión y, por 
tanto, también a sus mismos riesgos. Pensemos en el injusto daño que han 
sufrido tanto en su imagen como en su capacidad de financiación determina-
das entidades como consecuencia del inadecuado comportamiento de alguno 
de sus miembros. Estas entidades, con seguridad meritísimas, ¿podrían hoy 
condicionar ya no la estabilidad a largo plazo sino incluso la propia viabili-
dad de sus actividades a la realización de una campaña de micromecenazgo? 
la respuesta, lamentablemente, es obvia.

Veamos ahora, con Chaves (2017: 36), el volumen total de las distintas 
fuentes de financiación de las organizaciones del tercer Sector de Acción 
Social:

Cuadro 3
Evolución de la financiación de las organizaciones del tSAS en España  

(2010-13, millones de euros)

Fuentes de financiación 2010 2013 ∆

1. Ventas en el mercado 10.526,50 8.171,90

Mercados públicos Contratos y convenios públicos 7.881,30 6.185,80 –21,50

Mercados privados

Patrocinios y contratos privados 680,30 499,70 –26,50

Pago de usuarios por servicios y 
venta de productos

1.964,90 1.486,40 –24,40

2. Subvenciones públicas 2.599,20 1.816,50

Subvenciones 2.483,90 1.816,50 –26,90

Patrocinio público 115,30 0,00 –100,00

3. Subvenciones privadas 1.004,60 895,50

Subvenciones 1.004,60 895,50 –10,90

4. Recursos propios 3.337,20 3.586,70

Donaciones 832,90 937,60 12,60

Cuotas 2.218,70 2.326,90 4,90

rentas de la propiedad 285,60 322,20 12,80

Total 17.467,50 14.470,60 –17,20

Fuente: Chaves (2017: 36).
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Como pone de relieve el citado autor las ventas en los mercados, a pe-
sar de la reducción experimentada en periodo 2010/13, constituye la prin-
cipal fuente de financiación del tSAS. Paralelamente, tanto las subvencio-
nes públicas (subvenciones en sentido estricto y patrocinio público) como 
las privadas se han visto reducidas. tales caídas se han visto parcialmente 
compensadas por el incremento de sus recursos genuinos: donaciones (re-
gulares o puntuales), cuotas (de socios, de usuarios y/o entidades colabo-
radoras) y rentas de la propiedad. Concluyendo que (2017: 37) «ante la 
reducción en la financiación pública a las otS, estas entidades no han 
optado globalmente por recurrir al mercado privado (transformándose en 
empresas sociales —social business— al modo anglosajón), sino a intensifi-
car el uso de recursos voluntarios, ya sea en trabajo voluntario o en recur-
sos propios».

3.  Ejercicio de actividades económicas por asociaciones de utilidad 
pública

Ante las limitaciones planteadas por las alternativas expuestas, y vista 
la creciente necesidad, de que las asociaciones dispongan de recursos, po-
demos plantearnos la posibilidad, en este primer momento solamente con-
ceptual, de que estas asociaciones puedan realizar actividades económicas 
que les permitan subvenir sus finalidades.

Si circunscribimos esta cuestión al punto de vista normativo, la res-
puesta no debería plantear dudas: la ley 5/2011, de 29 de marzo, de Eco-
nomía Social (lES) que regula el «conjunto de las actividades económicas 
y empresariales que en el ámbito privado llevan a cabo las entidades que 
(…) persigan el interés colectivo de sus integrantes, bien el interés general 
económico o social o ambos», se refiere en su art. 5 a «las asociaciones que 
lleven a cabo actividad económica», siempre que —conceptualmente— 
respeten los principios orientadores propios de la materia: primacía de las 
personas y del fin social sobre el capital; aplicación de los resultados obte-
nidos principalmente en función del trabajo aportado y en su caso al fin 
social; promoción de la solidaridad interna y con la sociedad; igualdad de 
oportunidades entre hombre y mujeres, cohesión social, inserción de per-
sonas en riesgo de exclusión social, generación de empleo estable y de ca-
lidad, conciliación entre la vida personal laboral, sostenibilidad, indepen-
dencia de los poderes públicos (art. 4 lES). 

En cambio, desde el punto de vista doctrinal la anterior afirmación 
debe ser matizada. En principio cabe convenir con Pérez Escalona (2007: 
63) que «nada impide que las asociaciones desarrollen actividades econó-
micas para la consecución del fin común principal, no lucrativo (…) in-
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cluso con carácter principal, siempre que los beneficios de dicha actividad 
no se repartan entre los socios». Sin embargo, esta posibilidad no se en-
cuentra exenta de críticas, fundadas en el difícil encaje de la estructura aso-
ciativa en la actividad mercantil, pues, como señala Díaz-Aguado (2016: 8) 
—con cita de Pantaleón Prieto— la asociación, en sí misma, «no está pen-
sada para perseguir objetivos económicos, para lo que existen otras entida-
des, recurrir a la asociación no puede ser un procedimiento para eludir las 
normas sobre el capital social de las sociedades mercantiles». 

En cualquier caso, el ejercicio de actividades económicas por las asocia-
ciones queda condicionada por la normativa fiscal que les sea aplicable. Si 
las asociaciones no han sido declaradas de utilidad pública, su régimen fis-
cal será el propio de las entidades parcialmente exentas (arts. 109-111 ley 
27/2014, de 27 noviembre, del impuesto sobre Sociedades —liS-). En 
otro caso podrán gozar de los beneficios inherentes a la declaración de uti-
lidad pública5 recogidos en el art. 33 de la ley orgánica del Derecho de 
Asociación (loDA) al tiempo que habilitará, de ejercitarse la oportuna 
opción, el acceso al régimen fiscal privilegiado de la ley 49/2002, de 23 de 
diciembre6, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo. Dicha declaración de utilidad pública7, 
persigue «estimular la participación de las asociaciones en la realización del 
interés general, supone una calificación especial, una declaración formal, 

5 Artículo 33 loDA. Derechos de las asociaciones de utilidad pública: las asociaciones de-
claradas de utilidad pública tendrán los siguientes derechos: a) Usar la mención «Declarada de 
Utilidad Pública» en toda clase de documentos, a continuación de su denominación. b) Disfru-
tar de las exenciones y beneficios fiscales que las leyes reconozcan a favor de las mismas, en los 
términos y condiciones previstos en la normativa vigente. c) Disfrutar de beneficios económicos 
que las leyes establezcan a favor de las mismas. d) Asistencia jurídica gratuita en los términos 
previstos en la legislación específica. 

6 En sede del impuesto societario, la ley de régimen fiscal de las entidades no lucrativas 
y de los incentivos fiscales al mecenazgo regula, junto a otros extremos, el régimen de las ren-
tas exentas (art. 6.), las explotaciones económicas exentas (art. 7º), la determinación de la base 
imponible (art. 8.), el tipo de gravamen (art. 10) y las rentas no sujetas a retención (art. 12). A 
los beneficios fiscales en el ámbito de los tributos locales se refiere el art. 15. Por su parte el tí-
tulo iii de esta ley 49/2002 atañe a los incentivos fiscales al mecenazgo; a saber: el régimen fis-
cal de los donativos, donaciones y aportaciones deducibles (art. 17), las deducciones de la cuota 
del irPf (art. 19), del iS (art. 20) y del irnr (art. 21), las actividades prioritarias de mece-
nazgo (art. 22) y a la exención de las rentas derivadas de donativos, donaciones y aportacio-
nes (art. 23). Por último, el Capítulo iii de este título iii concierne al régimen fiscal de otras 
formas de mecenazgo (Convenios de colaboración empresarial en actividades de interés gene-
ral -art. 25-, Gastos en actividades de interés general —art. 26— y Programas de apoyo a acon-
tecimientos de excepcional interés público -art. 27-).

7 formalmente está sujeta al procedimiento de concesión previsto en el rD 1740/2003, de 
19 de diciembre, sobre procedimientos relativos a asociaciones de utilidad pública.
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por la que se reconoce formalmente el beneficio para toda la colectividad 
de los fines perseguidos por dicha asociación y de las actividades encamina-
das a su consecución» (SAn, de 30 de mayo de 2012). 

El fundamento de este estímulo, «en la buena dirección (…) pero corto 
si lo comparamos con la experiencia de otros países de nuestro entorno» 
(Galindo y rubio, 2015: 63), ha sido encontrado por la doctrina en la me-
nor capacidad económica de estas entidades (ruiz Garijo, 2005: 1539), en 
la obligación de realizar las actividades necesarias para el cumplimiento de 
sus fines (Calvo, 2005: 45) o en el hecho de que «si los particulares colabo-
ran en las tareas propias del interés general, (…) están participando y asu-
miendo funciones propias del Estado, por lo que es justo que se les incen-
tive» (Garrido de Palma, 1996: 396). incluso para rodrigo (2017: 187) 
se debería producir una exención absoluta, por carecer de sentido «detraer 
por vía impositiva parte de los beneficios de una entidad (…) cuando la to-
talidad de las actividades y fondos de dicho ente están ya destinados a fines 
públicos». Como mucho, continúa este autor, «podría fijarse un gravamen 
simbólico, con miras más a la ordenación y racionalización de estas loables 
iniciativas privadas —lo que tampoco parece que deba hacerse por vía fis-
cal— que con propósito verdaderamente recaudatorio». En cualquier caso, 
reconociendo que el carácter heterogéneo del sector «dificulta la adopción 
de medidas de incentivo fiscal dirigidas de forma indiferenciada a todas en-
tidades de la Economía Social» (Montesinos, 2012: 1), el fin último de la 
tributación del mecenazgo debería ser fomentar «la implantación en la so-
ciedad de una cultura del mecenazgo» (Jiménez, 2016: 9).

En definitiva, la potenciación de las actividades económicas de las aso-
ciaciones, como mecanismo de diversificación de sus fuentes de financia-
ción y, en última instancia, como garantía de su supervivencia, requiere no 
solo de modificaciones concernientes a su praxis empresarial sino que su 
efectividad se encuentra supeditada a la supresión de las barreras fiscales. 
En particular, es menester la modificación de los incentivos fiscales al me-
cenazgo contemplados en la lrf-rnl tanto en lo atinente a la extensión 
y mejora de los beneficios en ella contemplados (las prestaciones servicios 
como donativos deducibles, el régimen de las grandes donaciones, etc.) 
como en la delimitación de su ámbito de aplicación, extendiendo sus efec-
tos a las asociaciones que desarrollen actividades de interés general sin ne-
cesidad de la declaración de utilidad pública.

Con todo, este sistema —declaración utilidad pública y posterior op-
ción por un régimen fiscal privilegiado— plantea serias dudas en su traduc-
ción práctica. En primer lugar, la existencia de una situación beneficiosa 
cual es la declaración de utilidad pública, debería derivar del cumplimiento 
de los requisitos legales, y no de una posterior actuación administrativa 
que, cuando se produce, tendrá carácter reglado, de mera constatación de 
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la situación preexistente. En este sentido Alguacil (2017: 117) aboga por 
otorgar el régimen de la lrf-rnl a las asociaciones que de desarrollen ac-
tividades de interés general «sin necesidad de la declaración de utilidad pú-
blica». En igual sentido Jiménez (2016: 21), propone suprimir la necesidad 
de obtener la declaración de utilidad pública, «pues la dificultad para ob-
tenerla está dejando al margen de la incentivación fiscal mecenazgo a gran 
parte del tejido asociativo español que persigue fines de interés general. Por 
ello, debería bastar con que la entidad cumpla los diez requisitos estable-
cidos en el art. 3 de la ley 49/2002, que garantizan ya de forma adecuada 
que la entidad no tiene fines lucrativos y persigue fines de interés general». 
y también Salas (1996: 95), se pregunta: las asociaciones que no han obte-
nido esta declaración, ¿no resultan también de cierta utilidad pública?». 

A mayor abundamiento, en los países de nuestro entorno el acceso a 
un régimen fiscal privilegiado puede depender bien de un previo recono-
cimiento administrativo (Alemania, reino Unido) bien de la adopción de 
una forma social determinada (francia, Bélgica). Pero, como afirma Pe-
ñalosa (2015: 103) —refiriéndose a las fundaciones-, «cuanto mayor es el 
control administrativo, inicial o posterior, del ejercicio del derecho de fun-
dación, menor es el control fiscal. En sentido contrario, a mayor flexibili-
zación o menor control teórico o de facto por parte de las autoridades pú-
blicas, mayor descanso de la supervisión en las autoridades fiscales». Sin 
embargo, en nuestro país al previo control administrativo en forma de de-
claración de utilidad pública se suma otro control a posteriori, en virtud 
del cual la administración pretende revocar la declaración de utilidad pú-
blica, y por lo tanto el acceso al régimen fiscal privilegiado, a aquellas aso-
ciaciones que realicen actividades económicas. 

4. Interpretación de la norma por la Administración

Esta afirmación, el disfavor real con que la administración contempla 
el ejercicio de actividades económicas por las asociaciones, relativiza toda 
la construcción anteriormente expuesta. Utilicemos, como criterio meto-
dológico que permitirá justificar nuestra afirmación, el examen de las vici-
situdes por las que atravesaron las dieciocho asociaciones que, durante los 
años 2015 a 2018, como consecuencia de la realización de actividades eco-
nómicas, vieron denegada o revocada su declaración de utilidad pública, 
obteniendo una resolución, favorable o desfavorable a sus pretensiones, por 
parte del tribunal Supremo8.

8 fuente: CEnDoJ. 
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1.ª.— real Asociación de Hidalgos de España. Presta servicios en el 
ámbito de la atención a personas mayores y de los colegios mayores y re-
sidencias de estudiantes. El Ministerio del interior (03/06/2014) revocó 
la declaración de utilidad pública. Esta revocación fue confirmada por la 
Audiencia nacional (13/01/2016). Por el contrario, el tribunal Supremo 
—tS— (23/04/2018) afirmó su condición de asociación de utilidad pú-
blica.

2.ª.— Sociedad Deportiva Cultural Echavacoiz, ubicada en un barrio 
obrero de Pamplona sin dotaciones deportivas municipales, sus 4.000 so-
cios suponen el 75 % de su población. tanto el Ministerio de interior 
(03/06/2014) como la Audiencia nacional —An— (20/01/2016) deses-
timaron la solicitud de declaración de utilidad pública pues «los ingresos 
de la entidad proceden mayoritariamente de prestaciones de servicios en 
forma de precio, frente al escaso porcentaje de las subvenciones públicas». 
El tS (19/03/2018) concedió tal declaración. 

3.ª.— Asociación forética, formada por determinadas empresas (Adif, 
Bankinter, Cofares, fenosa, Gas natural, ikea, etc.) dedicada a la forma-
ción en materia de evaluación de la gestión socialmente responsable. tanto 
el Ministerio de interior (08/10/2013) como la An (10/06/2015) y el tS 
(26/10/2017) consideraron que sus actividades constituyen prestación de 
servicios mediante contraprestación, no dirigidos al interés general sino al 
beneficio económico de la empresas que la componían.

4.ª.— Asociación para la Atención de Personas con necesidades So-
cio-educativas Especiales del Puerto de Santa María y la Bahía de Cádiz, 
AfAnAS. revocada su utilidad pública (20/11/2012) pues el hecho de fi-
gurar matriculada en ocho epígrafes del iAE permite entender que su ac-
tuación era empresarial, de prestación de servicios a la administración; por 
ello quien efectivamente llevaría a cabo la actividad de interés general es la 
administración contratante. la An (17/12/2014) y el tS (26/06/2017) la 
consideraron de utilidad pública. 

5.ª.— Asociación para el Desarrollo de la ingeniería del Conoci-
miento, dedicada genéricamente a la «promoción de la ingeniería del co-
nocimiento». En 1989 creó el «instituto de ingeniería del Conocimiento», 
centro de investigación formado por la Universidad Autónoma de Madrid, 
iBM, Banco Santander, Gas natural fenosa. El 99% de sus ingresos pro-
cedían de la comercialización de las aplicaciones de proyectos de investiga-
ción y de servicios prestados. Denegada la utilidad pública (05/11/2012) 
por apreciar la existencia de servicios onerosos de naturaleza privada a 
cambio de contraprestación. tanto la An (05/11/2014) como el tS 
(06/06/2017) confirmaron esta posición porque estatutariamente sólo se 
recogía la posibilidad, no la obligación, de reinvertir sus ingresos en fines 
generales.
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6.ª.— real zaragoza Club de tenis. Aunque durante el 2008 un to-
tal de 671 no socios realizaron cursillos de tenis, incluyendo personas con 
discapacidad física y psíquica, tanto el Ministerio de interior (31/03/2012) 
como la An (08/10/2014) entendieron que no promovía el interés general 
al estar dirigida a beneficiar a sus asociados. El tS (30/05/2017) la consi-
deró de utilidad pública.

7.ª.— Asociación nuevo futuro Sirio. Presta asistencia a niños y ado-
lescentes con trastornos psicopatológicos mediante dos hogares de acogi-
miento especializados en atención psiquiátrica, con cargo al «instituto Ma-
drileño del Menor y de la familia». El Ministerio de interior (30/09/2010) 
revocó la declaración existente por apreciar una actividad empresarial de 
prestación de servicios mediante contraprestación. An (12/06/2013) y tS 
(19/06/2016) afirmaron su utilidad pública.

8.ª.— Acción laboral. implementaba programas de inserción laboral 
en colectivos desfavorecidos mediante subvenciones y convenios suscritos 
con entidades públicas, lo que llevó al Ministerio del interior (17/02/2011) 
a considerar que prestaba servicios mediante prestación económica, sin be-
neficiar a una colectividad genérica de personas. la An (13/11/2013) y el 
tS (01/04/2016) afirman su condición de utilidad pública.

9.ª.— Asociación Padres Minusválidos Psíquicos ASPAMiS. Prestaba 
servicios asistenciales al «institut Català d’Assistència i Serveis Socials de la 
Generalitat de Catalunya», no limitados a sus socios sino a personas dismi-
nuidas psíquicas. El 97% de sus ingresos procedían de la contratación con 
la administración y de las aportaciones de los usuarios. El Ministerio del in-
terior (06/10/2010) entendió la existencia de una actividad mercantil, ex-
ternalización de servicios administrativos y falseamiento de la competencia. 
la An (19/06/2013) y el tS (03/03/2016) afirmaron su interés general.

10.ª.— Associació tramuntana d’Ajut i renserció del toxicòman 
(AtArt). revocada la declaración de utilidad pública (13/01/2011) por 
entender que la prestación de servicios mediante contraprestación, me-
diante convenios suscritos con el institut Català d’Assistència i Serveis 
Socials, vulneraba las normas defensa de la competencia, y porque la fi-
nanciación mayoritariamente pública implica una externalización de servi-
cios, en virtud de la cual aunque los servicios se orienten al interés general 
su gestión no ostenta necesariamente este carácter. Aunque los argumen-
tos de la administración fueron acogidos por la An (23/10/2013), el (tS 
15/02/2016), sostuvo la posición contraria.

11.ª.— Asociación para el Desarrollo de la Comarca del Arlanza, ADE-
CoAr, dirigida al estímulo del desarrollo rural en el ámbito local, colabo-
rando con las distintas administraciones en tareas de fomento de segmentos 
de población desfavorecidos. Sus ingresos provienen, además de cuotas de 
sus socios, de prestaciones de servicios y convenios de colaboración con en-



Revista vasca de economía social  •  ISSN: 1698-7446  •  e-ISSN: 2444-3107  
Gezki, n.º 15, 2018, 155-179

 finAnCiACiÓn DE ASoCiACionES: ExAMEn ESPECiAl DEl EJErCiCio DE ACtiViDADES… 171

tidades públicas. El Ministerio del interior (01/02/2010) denegó la conside-
ración de utilidad pública por entender que ni su actividad de servicios me-
diante contraprestación ni sus fines podían ser calificados de interés general. 
la An (13/03/2013) y tS (11/11/2015) afirmaron su utilidad pública.

12.ª.— Artistas intérpretes o Ejecutantes (iAE). Entidad autorizada 
por el Ministerio de Cultura como entidad de gestión de derechos de pro-
piedad intelectual. Su actividad abarcaba a todos aquellos que hubieran in-
tervenido en una actuación artística que diere lugar al devengo de remu-
neraciones en España. El Ministerio del interior (22/07/2009) afirmó la 
existencia de una actividad empresarial: gestión de «intereses colectivos, 
pero de carácter particular y patrimonial». la An (12/09/2012) y el tS 
(07/10/2015), confirmaron la denegación afirmando que la circunstancia 
de que los derechos de propiedad intelectual respondan a un cualificado 
interés no impide que el objetivo patrimonial de las entidades de gestión 
sea la protección de intereses patrimoniales aunque deriven de la propie-
dad intelectual.

13.ª.— Asociación Patronato niño Jesús del remedio. Estatutaria-
mente dirigida a la atención de hijos de enfermos de lepra, y dedicada hoy 
a la «atención de la infancia y juventud en problemas derivados de retraso 
mental, minusvalías y drogadicción». Destina los ingresos derivados del al-
quiler de viviendas sociales y locales a compensar su déficit. revocada la 
declaración de utilidad pública por «desarrollar una actividad empresarial 
mediante contraprestación económica de naturaleza privada y particular», 
la An y (06/03/2013) y el tS (27/07/2015) estimaron lo contrario.

14.ª.— Asociación obra de María. Asociación asistencial a perso-
nas mayores disponiendo de dos residencias. El Ministerio de interior 
(30/11/2009) revoca la declaración de utilidad pública, pues los ingresos 
por prestación de servicios ascendieron al 95,09 % de los totales; impli-
cando una actividad empresarial de prestación de servicios mediante con-
traprestación, sin promover el interés general. la An (13/07/2012) y el tS 
(13/07/2015) la declararon de utilidad pública.

15.ª.- Asociación discapacitados Psíquicos SEr, dirigida a «atender las 
necesidades de las personas con discapacidad intelectual». Desarrollaba sus 
actividades mediante un convenio con la Comunidad de Madrid, factura-
ciones a clientes y cuotas de usuarios. El Ministerio del interior revocó la 
declaración (26/06/2009) entendiendo la existencia de actividades legíti-
mas pero enmarcadas en el principio de libertad de empresa y no en la pro-
moción del interés general. An (10/10/2012) y tS (30/06/2015) estima-
ron la existencia de utilidad pública.

16.ª.— la Asociación Progreso Dirección, destinada a promover el in-
terés general, mediante la realización de actividades de formación e inves-
tigación relacionadas con la dirección de empresas. financiada mediante 
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cuotas, subvenciones, rendimientos de capital, y cuotas abonadas por par-
ticipantes en cursos. las jornadas gratuitas constituían el 65% del total de 
las realizadas. El Misterio del interior (15/12/2009) entendió que su activi-
dad era privada, enmarcada en la libertad de empresa y no en la promoción 
del interés general. tanto la An (19/09/2012) como el tS (14/05/2015) 
sostuvieron la posición contraria.

17.ª.— Asociación de investigación para la Seguridad de Vidas y Bie-
nes, Centro nacional de Prevención de Daños y Pérdidas (Cepreven), 
prestaba asistencia técnica para el cumplimiento de la normativa contra in-
cendios en el aeropuerto de Barajas. Sus ingresos provenían de la «venta de 
publicaciones, cuotas de inscripción en cursos de formación, informes y 
servicios técnicos diversos». El Ministerio del interior (12/05/2009) revocó 
la declaración utilidad pública en atención al difícil encaje de sus activida-
des en el concepto de interés general, no destinadas a una colectividad ge-
nérica de personas. la An (20/06/) y el tS (01/04/2015) estimaron los re-
cursos de la asociación.

18.ª.— Asociación de obras Cristianas de Gibraleón, proporciona «al-
bergue a ancianos, disminuidos físicos y psíquicos y personas desvalidas», 
mediante convenios con la Junta de Andalucía. revocada la declaración 
de utilidad pública (06/08/2009) porque sus fines, siendo asistenciales, no 
promueven el interés general, tratándose de una actividad legítima pero en-
marcada en el principio de libertad de empresa. tanto la An (30/05/2012) 
como el tS (30/01/2015) la consideraron de utilidad pública.

Del examen de las asociaciones relacionadas se desprende el real disfa-
vor con que la administración se produce respecto del fenómeno asocia-
tivo. Detengámonos en su diferente etiología. Pese a su diversidad, la ma-
yoría de estas asociaciones prestaban servicios asistenciales (Atart, Aspamis, 
Gibraleón, etc); existen también asociaciones enfocadas a la educación es-
pecial (Afanas, niño Jesús del remedio), a la prestación de servicios de 
formación (forética, Cepreven, etc), a la inserción laboral (Acción laboral), 
deportivas (real zaragoza Club de tenis), de gestión (iAE) y de desarrollo 
territorial (Adecoar).

En las dieciocho entidades estudiadas, el sentido de los pronunciamien-
tos judiciales es abrumadoramente coincidente. En dieciséis ocasiones el Alto 
tribunal atendió las pretensiones de las asociaciones recurrentes, y solamente 
en dos casos (Asociación forética y Asociación AiE) el tS entendió que no 
concurrían en ellas las circunstancias exigidas por la ley para conceder la con-
dición de utilidad pública. los argumentos utilizados por la administración, 
son de diferente naturaleza. Detengámonos brevemente en ellos.  

En algunos casos, el Ministerio de interior sostiene que la prestación de 
servicios mediante convenios celebrados con administraciones públicas su-
pone un falseamiento de la competencia que coloca a determinadas asocia-
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ciones en una posición dominante en el mercado. Sin embargo las conduc-
tas mercantiles generadoras de actos de competencia difícilmente pueden 
ser atribuibles a estas entidades, por lo que «carece de sentido establecer 
motivos que, en la práctica, son absolutamente inaplicables a las ESfl» 
(ruiz, 2005: 1553).

En otros supuestos (Cepreven, SEr, etc) la administración entendió 
que sus actividades no estaban destinadas a una colectividad genérica sino 
a un grupo determinado de personas. Esta posición resulta inadmisible en 
la medida de que el art. 32.1.b loDA, busca evitar solamente la existencia 
de «barreras de entrada»; es decir que la actividad de la asociación no esté 
restringida exclusivamente al beneficio de sus asociados.

incluso la administración ha llegado a considerar (Aspamis, Cepreven, 
iAE, etc.) que la concesión de la declaración de utilidad pública tiene ca-
rácter discrecional por lo que, caso de revocación de una calificación pre-
viamente otorgada, no existe obligación de justificar su cambio de criterio. 
Sin embargo, y como señaló el tS: «en los procesos en que por primera vez 
se insta la declaración de utilidad pública es el interesado quien debe asu-
mir un esfuerzo de acreditación de los requisitos necesarios, pero cuando se 
revoca lo que ya se ganó el esfuerzo debe recaer de modo prioritario en la 
administración» (SStS de 03/03/2016, 14/05/2015 y 15/02/2016).  

Por último, en el caso de la Asociación AtArt, tanto el Ministe-
rio de interior como la An entendieron que la financiación mayoritaria-
mente pública implicaba una externalización de servicios, en virtud de la 
cual aunque los servicios se orienten al interés general su gestión no ostenta 
este carácter. Por el contrario, el tS concluyó que este hecho, mediando o 
no convenio, «en absoluto priva a la actuación de la asociación del carác-
ter de interés general. las actividades desarrolladas por la misma serán o no 
de interés general y cumplirán o no los requisitos contemplados en el art. 
32 loDA, y desde luego no pierden ese carácter por el hecho de que estén 
realizando de forma externalizada funciones previstas en planes asistenciales 
de una administración pública» (en el mismo sentido StS 03/03/2016).

Pero el denominador común a la totalidad de las asociaciones exami-
nadas es que vieron revocada su condición de utilidad pública por el hecho 
de realizar actividades económicas, con el argumento, reiterado burocráti-
camente, de que esta realización de actividades económicas ubica la presta-
ción de servicios en la actividad mercantil; actividad, dicen los Ministerios 
de Economía e interior, «legítima pero no dirigida al interés general sino al 
beneficio económico de la empresas que la componían». 

Sin embargo esta posición resulta intelectualmente insostenible, «la 
ausencia ánimo de lucro no es un fin en sí mismo, sino un animus (…) 
compatible con una actividad económica, siempre que los beneficios obte-
nidos vayan destinados a la consecución del fin asociativo y no al enrique-
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cimiento personal de los asociados» (Salas Murillo, 1996: 128). Por ello el 
tS puede afirmar que la realización de actividades económicas no es in-
compatible, per se, con la condición de utilidad pública siempre que los 
beneficios obtenidos se reinviertan como objetivo final en esa actividad de 
interés general (StS 22/11/2011, Club natación Manresa). Por ello, y esta 
es la afirmación fundamental de nuestra exposición, la realización de activi-
dades económicas lejos de resultar incompatible con la utilidad pública de 
una asociación y de su subsiguiente reconocimiento administrativo «confi-
gura el denominado tercer sector, identificado con aquellas entidades que 
para la mejor consecución de sus fines de interés general aprovecha las ven-
tajas y sinergias del mercado». 

Existirá siempre un riesgo de incurrir en lo que Chaves y Monzón 
(2017: 217) denominan «isomorfismo institucional», es decir de «desna-
turalización de sus señas de identidad y con ello sus efectos beneficiosos 
macroeconómicos por tender a «contaminarse» del comportamiento de las 
(…) empresas privadas capitalistas en los mercados privados y de las admi-
nistraciones públicas». Pero cabe concluir que la realización de actividades 
económicas por asociaciones de utilidad pública supone el necesario «reco-
nocimiento constitucional de entes asociativos o fundacionales, de carácter 
social y con relevancia pública. Esta relevancia pública no conduce necesa-
riamente a su publicización, sino que es propio del estado social de dere-
cho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fines 
de relevancia constitucional o de interés general (…). la configuración del 
estado como social de derecho culmina una evolución en la que la conse-
cución de los fines de interés general no es asumida por el estado, sino que 
se armoniza en una acción público-privada» (StC 18/1984, de 7 febrero). 

5. Conclusiones

Primera: Ante la necesidad, incrementada por la crisis, de que las aso-
ciaciones obtengan recursos con los que subvenir sus necesidades altruistas, 
la realización de actividades económicas se revela como una alternativa rea-
lista frente a otros sistemas (crowdfunding, financiación pública, utiliza-
ción exclusiva de fondos propios) que han revelado rápidamente sus limi-
taciones. 

Segunda: Sin embargo, la realización de actividades económicas por 
parte de las asociaciones, requiere no solamente modificaciones concer-
nientes a su praxis empresarial, sino que su propia efectividad se encuentra 
supeditada a la supresión de las barreras fiscales que la constriñen. En par-
ticular, es menester la modificación de los incentivos fiscales al mecenazgo 
contemplados en la lrf-rnl tanto en lo atinente a la extensión y mejora 
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de los beneficios en ella contemplados (las prestaciones servicios como do-
nativos deducibles, el régimen de las grandes donaciones, etc.) como en la 
delimitación de su ámbito de aplicación, extendiendo sus efectos a las aso-
ciaciones que desarrollen actividades de interés general sin necesidad de la 
declaración de utilidad pública.

Tercera: El principal obstáculo con que tropieza la realización de ac-
tividades económicas estriba en la desconfianza con que la administración 
se produce respecto de este fenómeno, desconfianza que se traduce en la 
pérdida de la declaración de utilidad pública y en consecuencia de la posi-
bilidad de optar (o seguir disfrutando) de la aplicación de un régimen fis-
cal privilegiado. Para justificar nuestra afirmación hemos estudiado las aso-
ciaciones que, durante los años 2015 a 2018, tras ver denegada o revocada 
su declaración de utilidad pública por realizar actividades económicas, ob-
tuvieron una resolución, favorable o desfavorable a sus pretensiones, por 
parte del tribunal Supremo.

Cuarta: El resultado de este análisis resulta abrumadoramente coinci-
dente. De los dieciocho casos estudiados el Alto tribunal desestimó la po-
sición del Ministerio de interior en dieciséis. Junto a determinados argu-
mentos secundarios (falseamiento de la competencia, actividad dirigida a 
un grupo determinado, discrecionalidad de la concesión, externalización 
de servicios) el denominador común a todos los casos considerados estriba 
en que el Ministerio de interior anuda la revocación de la declaración de 
utilidad pública a la realización de actividades económicas, por entender 
que es una posibilidad «legítima pero no dirigida al interés general sino al 
beneficio económico de la empresas que la componían». Este argumento 
es sistemáticamente rechazado por el tribunal Supremo el cual admite, sin 
ningún género de dudas, que estas actividades económicas no son incom-
patibles con la condición de utilidad pública de una asociación «siempre 
que los beneficios económicos obtenidos se reinviertan como objetivo final 
en esa actividad de interés general». 

Quinta: Se trata de una consideración tan meridianamente clara que la 
inalterada posición de la administración no hace sino subrayar la necesidad 
de «fomentar desde las propias administraciones públicas un cambio de 
mentalidad que ponga en valor las prácticas del mecenazgo transmitiendo 
la idea que la colaboración privada en actividades de interés general es una 
oportunidad y no un factor de riesgo» (Pérez de Uralde, 2017: 153). Pues 
en definitiva la prevención con la que el actuar administrativo contempla 
la sociedad civil, conculca la aplicación de una normativa cuyo objetivo es 
—atendidos su espíritu y la realidad social del tiempo en que debe ser aplicada— 
la dinamización de actividades de interés general.

Sexta: A modo de epílogo, recordar las palabras del tS en el caso de la 
«Asociación para el Desarrollo de la ingeniería del Conocimiento» (6 de ju-
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nio de 2017): «todo ello es lo que configura el denominado tercer sector, 
identificado con aquellas entidades que para la mejor consecución de sus fi-
nes de interés general aprovecha las ventajas y sinergias del mercado. y ello 
sin que tal actividad reste un ápice al interés público de los fines persegui-
dos», pues como señaló el tC, y con esto concluimos, «la configuración del 
estado como social de derecho culmina una evolución en la que la consecu-
ción de los fines de interés general no es asumida por el estado, sino que se 
armoniza en una acción público-privada» (StC 18/1984, de 7 de febrero).
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